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disposiciones de los presentes artículos». También hay
que saber claramente qué se entiende por la expresión
«servicio comercial y no estatal» del apartado b del
párrafo 1. A tenor de un cierto número de decisiones judi-
ciales, cuando un Estado crea una empresa para explotar
sus propios recursos naturales y esta actividad constituye
parte integrante de su política de desarrollo nacional y la
empresa actúa sometida a la ley nacional, esas activi-
dades no deben considerarse actividades comerciales.
También se ha sostenido que cuando un Estado o grupo
de Estados establecen condiciones para la extracción de
recursos naturales de su territorio, dicha actividad puede
considerarse gubernamental en lugar de comercial. Sin
embargo, la jurisprudencia en la materia es muy abun-
dante, por lo que merece detenida consideración.

33. En relación con el artículo 23, no cabe suponer la
renuncia a la inmunidad o consentimiento al embargo y
la ejecución por el hecho de que la actividad sea conside-
rada comercial. Para que el consentimiento sea válido
tiene que ser explícito, cuando no expreso. El consenti-
miento tiene que basarse también en la ley, y la existencia
de un vínculo auténtico entre el juicio y el foro es un
factor especialmente importante.

34. Como se desprende del artículo 24, el consenti-
miento al embargo y la ejecución no confiere una autori-
zación general para embargar cualquier tipo de bienes de
Estado o aplicarles medidas de ejecución, pasando por
alto su finalidad pública o gubernamental. Por consi-
guiente, el Relator Especial ha establecido, acertada-
mente, que determinados bienes de Estados están per-
manentemente exentos de secuestro y ejecución. Sin
embargo, la lista de bienes de artículo 24 no debe consi-
derarse exhaustiva.

35. El PRESIDENTE, hablando en calidad de
miembro de la Comisión, se suma a otros oradores para
felicitar al Relator Especial por su séptimo informe
(A/CN.4/388). El tema, que es delicado, ha evolucio-
nado principalmente a lo largo de los últimos diez años y
seguirá sin duda evolucionando en el próximo decenio en
vista del interés inicial que ha suscitado la materia, espe-
cialmente entre los países en desarrollo.

36. Está de acuerdo con el amplio marco dentro del
cual el Relator Especial sitúa el tema y considera, en par-
ticular, que la parte IV es necesaria para la regulación del
embargo y la ejecución de bienes. Es importante tener en
cuenta que la parte IV no regula un tema independiente,
sino un aspecto de la inmunidad del Estado que implica
una fase distinta del procedimiento; precisamente por
eso exige una parte separada. En relación con ello, el Sr.
Jagota señala que la definición de «inmunidades jurisdic-
cionales» que figura en el apartado c del párrafo 1 del
artículo 2 está delimitada por los términos del artículo 1,
de modo que el ámbito de la parte IV queda limitado a la
inmunidad respecto de las medidas de embargo y ejecu-
ción tomadas en aplicación de una sentencia u orden
judicial.
37. Al examinar la parte IV será necesario definir más
claramente los bienes de Estado y, al hacerlo, tomar en
cuenta las disposiciones del apartado / del párrafo 1 del
artículo 2 y de los artículos 15, 18 y 19. El ámbito de la
parte IV debe aclararse también tomando en considera-
ción, además del secuestro, el embargo preventivo y la
ejecución, otras medidas judiciales, como las «Mareva
injunctions», que pueden afectar a los bienes de Estado.

Deben armonizarse los artículos 22 y 23, que podrían dar
lugar a conclusiones incompatibles. El problema prin-
cipal es si los apartados a y b del párrafo 1 del artículo 22
esablecen dos opciones independientes o si hay un
vínculo entre ambas disposiciones desarrollado en el
artículo 23. El problema podría quizá resolverse pre-
viendo el consentimiento implícito y delimitando el tipo
de bienes a los que podría referirse.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.
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1 Reproducido en Anuario... 1984, vol. II (primera parte).
2 Reproducido en Anuario... 1985, vol. II (primera parte).
3 El texto de los proyectos de artículos examinados por la Comisión

en anteriores períodos de sesiones se ha reproducido de la manera
siguiente:

Parte I del proyecto: a) art. 1 revisado y correspondiente comen-
tario, aprobados provisionalmente por la Comisión: Anuario... 1982,
vol. II (segunda parte), pág. 107; ¿) art. 2: ibid., pág. 103, nota 224;
textos aprobados provisionalmente por la Comisión — apartado a del
párrafo 1 y correspondiente comentario: ibid., pág. 107; apartado g del
párrafo 1 y correspondiente comentario: Anuario... 1983, vol. II
(segunda parte), págs. 38 y 39; c) art. 3: Anuario... 1982, vol. II
(segunda parte), pág. 103, nota 225; párr. 2 y correspondiente comen-
tario, aprobados provisionalmente por la Comisión: Anuario... 1983,
vol. II (segunda parte), pág. 39; d) arts. 4 y 5: Anuario... 1982,
vol. II (segunda parte), pág. 103, notas 226 y 227.

Parte II del proyecto: é) art. 6 y correspondiente comentario,
aprobados provisionalmente por la Comisión: Anuario... 1980, vol. II
(segunda parte), pág. 139; J) arts. 7, 8 y 9 y correspondientes comen-
tarios, aprobados provisionalmente por la Comisión: Anuario... 1982,
vol. II (segunda parte), págs. 108 y ss.; g) art. 10 y correspondiente
comentario, aprobados provisionalemente por la Comisión: Anuario...
1983, vol. II (segunda parte), pág. 24.

Parte ///del proyecto: h) art. 11: Anuario... 1982, vol. II (segunda
parte), pág. 102, nota 220; textos revisados: ibid., pág. 107, nota 237, y
Anuario... 1984, vol. II (segundaparte), pág. 63, nota 200; i) art. 12
y correspondiente comentario, aprobados provisionalmente por la

(Continúa en la página siguiente.)



278 Actas resumidas de las sesiones del 37." periodo de sesiones

ARTÍCULO 21 (Ámbito de la presente parte),
ARTÍCULO 22 (Immunidad del Estado respecto del

embargo y la ejecución),
ARTÍCULO 23 (Modalidades y efectos del consentimiento

al embargo y la ejecución) y
ARTÍCULO 24 (Tipos de bienes de Estado que gozan de

inmunidad permanente de embargo y ejecución)4

(conclusión)
1. El PRESIDENTE, hablando en calidad de miembro
de la Comisión, continúa la intervención que inició en la
sesión anterior y dice que el artículo 22 se basa en dos
supuestos recogidos por el Relator Especial en los apar-
tados a y c del párrafo 83 de su séptimo informe
(A/CN.4/388). Estos supuestos, así como la parte del
informe dedicada al artículo 23, muestran claramente que
los apartados a y b del párrafo 1 del artículo 22 están estre-
chamente relacionados entre sí. Las frases inicial y final
del párrafo 85 del informe, que recalcan la importancia
del consentimiento, quedan además aclaradas por la
introducción en el párrafo 88 de la noción del consenti-
miento implícito, en la que también se basan los apartados
c y d del párrafo 1 del artículo 24. La tesis básica de que el
consentimiento tiene que darse inequívocamente para
fines de secuestro de bienes se desarrolla en el párrafo 97 y
la posición general se resume en el párrafo 102. En este
último párrafo se propugna también que se especifique el
ámbito del consentimiento, lo que quizá explique la deta-
llada redacción del apartado a del párrafo 1 del artículo 23.
2. Dados estos antecedentes, la interpretación normal
llevaría a considerar conjuntamente los apartados a y o
del párrafo 1 del artículo 22 y el apartado a del párrafo 1
del artículo 23. Sin embargo, la cuestión que se plantea es
si hay alguna razón especial para considerar los apar-
tados a y & del párrafo 1 del artículo 22 como dos posibi-
lidades alternativas, especialmente si se tiene en cuenta la
controversia que este criterio ha provocado en la Comi-
sión y que sin duda provocará en la Sexta Comisión de la
Asamblea General. Habiéndose establecido una excep-
ción a la inmunidad de jurisdicción del Estado en caso de
operaciones comerciales, sería lógico establecer una
excepción análoga en casos de expresión de consenti-
miento al secuestro o la ejecución.

3. Esta propuesta se apoya en la práctica, la legislación
y la jurisprudencia de los Estados Unidos de América y el
Reino Unido, donde las normas evolucionan hacia la
aceptación del consentimiento implícito. En relación con
ello, el Sr. Jagota señala que los fondos secuestrados
como garantía o en ejecución de una sentencia pueden
clasificarse en cuatro grandes categorías: fondos de las
embajadas o misiones diplomáticas; fondos depositados
por bancos centrales en Estados extranjeros; activos de
organismos o entidades creadas por la ley y controladas
por el Estado o en las que éste tiene interés; y fondos
depositados por el Estado en poder de una empresa o
sociedad de un Estado extranjero.

(Continuación de la nota 3.1

Comisión: Anuario... 1983, vol. II (segunda parte), págs. 27 y
ss.; j) arts. 13 y 14 y correspondientes comentarios, aprobados provi-
sionalmente por la Comisión: Anuario... 1984, vol. II (segunda parte),
págs. 66 y ss.; k) art. 15 y correspondiente comentario, aprobados
provisionalmente por la Comisión: Anuario... 1983, vol. II (segunda
parte), págs. 39 y ss.; 1) arts. 16, 17 y 18 y correspondientes comenta-
rios, aprobados provisionalmente por la Comisión: Anuario... 1984,
vol. II (segunda parte), págs. 71 y ss.

4 El texto de los artículos figura en 1915.a sesión, párr. 4.

4. Refiriéndose a la primera de las categorías, el Sr.
Jagota señala que desde 1975, fecha en que se inicia la
tendencia a restringir la inmunidad, se ha producido
un cierto número de casos de secuestro de fondos de
una misión diplomática. Por ejemplo, la sentencia de
la Cámara de los Lores del Reino Unido en el asunto
Alcom Ltd. c. Republic of Colombia (1984) (véase
A/CN.4/388, párr. 114) se sostiene que estos fondos no
pueden considerarse como fondos utilizados para fines
comerciales y que, por consiguiente, no son susceptibles
de secuestro o ejecución. Esta línea de razonamiento, sin
embargo, no ha sido umversalmente aceptada, y se han
dado casos de secuestro de fondos incluso «mixtos», uti-
lizados tanto para la gestión de la misión como para ope-
raciones comerciales. El asunto es delicado, pues, como
señala un comentario5 sobre el fallo dictado por el Tri-
bunal de Apelación en el asunto Alcom, algunas
misiones diplomáticas han sufrido el secuestro de las
cuentas de sus embajadas como consecuencia de dicho
fallo; otras han trasladado o amenazado trasladar sus
cuentas a las Islas del Canal; y otras han comunicado al
Foreign Office que los bienes de las misiones del Reino
Unido en el extranjero pueden ser objeto de secuestro
por vía de reciprocidad. En el asunto Alcom, la Cámara
de los Lores revocó la decisión del Tribunal de Apela-
ción, de donde se deduce que los fondos de las misiones
son inmunes en el Reino Unido. Sin embargo, la labor de
la Comisión no es interpretar el derecho interno, sino
determinar la aplicabilidad del derecho internacional y,
concretamente, determinar si el consentimiento es condi-
ción necesaria para proceder al secuestro de los fondos
o bienes de una misión diplomática o si dichos fon-
dos deben gozar de inmunidad absoluta en virtud del
artículo 24.

5. En relación con la segunda categoría de fondos, a
saber, los fondos depositados por un banco central en un
Estado extranjero, el Sr. Jagota recuerda que el Jefe
Akinjide (1919.a sesión) se ha referido a la experiencia de
Nigeria en esta materia, citando un caso en que se dictó
un mandamiento judicial («Mareva injunction») para
impedir que el banco central dispusiera de los fondos
mientras el asunto no se resolviera. Ahora bien, la deci-
sión en este asunto se adoptó antes de la entrada en vigor
en el Reino Unido de la Ley de 1978 sobre inmunidad de
los Estados, y es posible que, interpretando debidamente
dicha ley, los fondos gozaran hoy de inmunidad total de
secuestro, salvo, naturalmente, en el caso de que el banco
destinara una porción independiente de los mismos para
el fin específico de cumplir la sentencia o reembolsar a un
acreedor.

6. Las categorías tercera y cuarta comprenden, como
ya ha señalado, los fondos pertenecientes a entidades
estatales con personalidad jurídica propia, como
empresas y sociedades, y los fondos del Estado deposi-
tados en poder de un organismo de un Estado extranjero.

7. El problema principal, por consiguiente, es armo-
nizar el apartado b del párrafo 1 del artículo 22 y el apar-
tado a del párrafo 1 del artículo 23, así como determinar
si el secuestro, embargo preventivo o ejecución de los
bienes del Estado en cualquier forma exige una renuncia
explícita o si cabe aceptar la renuncia implícita y, en ese

5 H. Fox, «Enforcement jurisdiction, foreign State property and
diplomatic immunity», International and Comparative Law Quarterly,
Londres, vol. 34-1, enero de 1985, págs. 115 y ss., en especial pág. 121.



1924.a sesión — 11 de julio de 1985 279

caso, cuáles son los límites de la misma, todo ello
teniendo en cuenta la práctica estatal.

8. Refiriéndose a cada artículo en particular dice que
no ve razón alguna para no conservar el artículo 21, con
los cambios de redacción que sean necesarios. La cues-
tión de la renuncia independiente a la inmunidad de eje-
cución puede contemplarse también en el artículo 21 o en
otro artículo aparte.

9. El problema que el Sr. Jagota ya ha señalado en rela-
ción con el artículo 22 puede solucionarse de dos maneras
diferentes. La primera sería combinar los apartados a y b
del párrafo 1, sustituyendo la palabra «o» del apartado a
por la palabra «y», y, si fuera necesario, añadir en el ar-
tículo 22, en el artículo 23 o en un nuevo artículo una
nueva disposición que contemplara el elemento de la
renuncia implícita. La segunda posibilidad sería con-
servar el apartado a del párrafo 1 en su forma actual y
enmendar el apartado b del mismo párrafo elaborando
una disposición independiente que, teniendo en cuenta
las ideas expresadas en el párrafo 88 del séptimo informe
del Relator Especial, lo dispuesto en los apartados cy d
del párrafo 1 del artículo 24 y la práctica y legislación
estatal pertinente, podría decir lo siguiente:

«b) los bienes se utilicen o estén destinados a utili-
zarse específicamente por el Estado para un contrato u
operación mercantil y hayan sido asignados para algún
pago específico o destinados a la ejecución de senten-
cias o al pago de otras deudas.»

Esta nueva formulación significaría que, caso de situarse
en un banco fondos independientes como garantía o aval
de bienes específicamente utilizados para un contrato u
operación mercantil, tales fondos serían susceptibles de
secuestro o ejecución.

10. El Sr. Jagota está plenamente de acuerdo en que el
apartado c del párrafo 1 del artículo 22 debe ser objeto
de cuidadoso examen, sobre todo en cuanto se refiere al
título de propiedad derivado de un acto de Estado que
adopte, por ejemplo, forma de nacionalización de
recursos naturales, que no debe ser puesto en tela de
juicio en el foro del Estado extranjero. Quizá pueda solu-
cionarse este problema, así como el planteado por el Sr.
Mahiou (1922.a sesión), disponiendo que el apartado c
del párrafo 1 no se aplique a actos de un Estado extran-
jero relativos a los recursos o bienes del Estado territo-
rial. Aunque esto está parcialmente previsto en el párra-
fo 2 del artículo 11, debe dársele una redacción más posi-
tiva en el apartado c del párrafo 1 del artículo 22.

11. Caso de aceptarse su enmienda al apartado b del
párrafo 1 del artículo 22, quedaría prevista la cláusula
del apartado d del párrafo 1 y este apartado no sería ya
necesario.

12. Si el apartado b del párrafo 1 del articulo 22 se
regulase independientemente, quizá habría que suprimir
el apartado a del párrafo 1 del artículo 23. Sin embargo,
el apartado b del párrafo 1 y el párrafo 2 de este último
artículo deberían conservarse.

13. Aunque está de acuerdo con el fondo del artícu-
lo 24, el Sr. Jagota considera que su redacción, especial-
mente la del apartado a del párrafo 1, exige más aten-
ción. Si se aceptara su versión revisada del apartado b del
párrafo 1 del artículo 22, los apartados cy ddel párrafo 1
del artículo 24 podrían modificarse en consecuencia.

También podría suprimirse el párrafo 2 del artículo 24,
pues de todas formas sus términos están implícitos.

14. El Sr. LACLETA MUÑOZ dice que es muy ten-
tador seguir la posición del Sr. Calero Rodrigues (1922.a

sesión), que, por lo demás, coincide con la expuesta en el
séptimo informe del Relator Especial (A/CN.4/388,
párrs. 22 y 23), a saber, que la inmunidad de jurisdicción
y la inmunidad de ejecución van aparejadas, y que donde
no hay inmunidad de jurisdicción no debería haber inmu-
nidad de ejecución, salvo, quizás, en caso de consenti-
miento explícito al ejercicio de la jurisdicción, que no
implica necesariamente el consentimiento a la ejecución.
Sin embargo, esta posición no refleja realmente la prác-
tica estatal, como demuestra el Relator Especial. Cabe
preguntar qué objeto tendría una decisión judicial no eje-
cutable; la opinión del orador es que toda decisión judi-
cial ejerce un cierto tipo de presión moral sobre las
partes. Por consiguiente, considera que, al menos en el
terreno de los conceptos, no hay ninguna razón válida
para no establecer la separación entre la inmunidad de
jurisdicción y la inmunidad de ejecución, especialmente
teniendo en cuenta que dicha distinción responde a la
práctica estatal.

15. El Sr. Lacleta Muñoz tampoco cree que la noción
de soberanía impida que un Estado extranjero quede
sometido a la jurisdicción de otro Estado en casos en que
el Estado extranjero no actúe en el ejercicio de su poder
soberano. Debe recordarse, como ha sugerido Sir Ian
Sinclair (1922.a sesión), que los proyectos de artículos
contemplan una relación triangular, y que los intereses
que se han de tener en cuenta no son únicamente los del
Estado actor y el Estado del foro. La tesis de que la
inmunidad de jurisdicción debe limitarse se ha desarro-
llado progresivamente como resultado de la necesidad de
proteger los intereses de la persona privada, tercer ele-
mento en la relación. El reconocimiento de la inmunidad
de jurisdicción de un Estado extranjero podría poner a la
persona privada en una situación de indefensión absolu-
tamente injusta.

16. A título de ejemplo de la forma en que la inmu-
nidad del Estado puede actuar contra los intereses pri-
vados legítimos, el Sr. Lacleta Muñoz se refiere a un caso
en que un Estado extranjero era copropietario de tierras
situadas cerca de una gran ciudad española, utilizadas
por una institución cultural de dicho Estado. La institu-
ción había entrado en la asociación de copropietarios
que, acogiéndose a un sistema previsto en la ley espa-
ñola, se había comprometido a pagar los costes de urba-
nización de la tierra para librarse durante un largo plazo
del pago de impuestos municipales. Llegado el momento
de repartir los costes de urbanización entre los inte-
grantes de la asociación, la institución cultural, alegando
que estaba exenta de impuestos en virtud de un acuerdo
cultural entre España y su país, afirmó que no obtenía
ventaja ninguna de la operación y se negó a pagar su
cuota. Los otros propietarios acudieron entonces a la vía
judicial correspondiente, pero, dado que la tierra se
había inscrito como propiedad estatal, se interpuso la
inmunidad del Estado.

17. Aunque el artículo 21 no es, en opinión del Sr.
Lacleta Muñoz, absolutamente necesario, sirve como
introducción a la parte IV del proyecto. Podría conser-
varse modificándose la redacción como acaba de
proponer el Presidente.
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18. El Sr. Lacleta Muñoz no puede de momento pro-
nunciarse sobre cuál de las soluciones propuestas para
armonizar el apartado b del párrafo 1 del artículo 22 y el
apartado a del párrafo 1 del artículo 23 preferiría, pero
no le parece aceptable la idea de vincular las dos disposi-
ciones, ni la de usar en el apartado b del párrafo 1 del
artículo 22 las palabras «en servicio comercial y no
estatal» que dan a entender que las operaciones comer-
ciales estatales pueden disfrutar de inmunidad. El
artículo 23 debe reducirse al aspecto formal del consenti-
miento y establecer las modalidades del mismo.

19. El artículo 24 es generalmente aceptable, pero el Sr.
Lacleta Muñoz tiene dudas acerca de su redacción, pues
se pregunta si es posible pedir a un Estado que renuncie a
la inmunidad que le corresponde como resultado de la
inviolabilidad de los tipos de bienes a que se refiere el
apartado a del párrafo 1. Quizá no corresponda al con-
texto de los artículos ocuparse de los bienes que forman
parte del patrimonio cultural del Estado al que se refiere
el apartado e del párrafo 1.

20. El Sr. USHAKOV dice que si él, en caso de contro-
versia, depositara una cantidad en su cuenta bancaria
como garantía del pago de deudas en que pudiera
incurrir si la controversia no se resolviera en favor suyo,
sería más que evidente que tenía intención de pagar
dichas deudas, y no ve cómo su depósito podría estar
sujeto a medidas de secuestro.

21. Sir Ian SINCLAIR dice que entiende el punto de
vista del Sr. Ushakov, pero que es perfectamente posible
que una persona que haya depositado dinero en un banco
como garantía del pago de una deuda judicial cambie de
opinión una vez pronunciada la sentencia. La cuestión
sería entonces si los bienes de que se trata están disponi-
bles para satisfacer la deuda judicial y son, por consi-
guiente, susceptibles de embargo.

22. El Jefe AKINJIDE dice que en su país hay dos posi-
bilidades, tanto si se trata de particulares como de un
Estado. El dinero puede ser depositado ante el tribunal
en cumplimiento de una orden del mismo o consignado
judicialmente por voluntad de las partes. Una vez hecho
esto, ninguna de las partes puede disponer del dinero, del
que se dice que está in custodia legis. De este modo, el
demandado no puede cambiar de opinión e impedir que
se utilice el dinero para satisfacer la deuda.

23. El PRESIDENTE, hablando en calidad de miem-
bro de la Comisión, señala que los depósitos en
concepto de garantía pueden entregarse al tribunal o
situarse en un banco en concepto de avales. No se ha
especificado, sin embargo, la forma de constitución de la
garantía. Simplemente se ha intentado prever el consenti-
miento implícito para el caso en que surja un problema
durante la operación o contrato mercantil.

24. El Sr. USHAKOV dice que desea recalcar que el
hecho de depositar una cantidad en una cuenta bancaria
para un fin muy específico significa que el interesado
consiente en pagar sus deudas, pero no que consiente en
el secuestro de la mencionada cantidad. Si la cantidad es
secuestrada, las deudas no pueden pagarse.

25. El PRESIDENTE, hablando en calidad de miem-
bro de la Comisión, dice que si un Estado da seguri-
dades de que cumplirá sus obligaciones contractuales, el
problema del secuestro o de la ejecución no llega a plan-
tearse. Las dificultades sólo pueden surgir en caso de

desacuerdo sobre los derechos y obligaciones contrac-
tuales. En tal caso, el problema puede quizá solventarse
por vía diplomática, aunque cuando la operación tiene
lugar entre un Estado y un individuo o sociedad normal-
mente no se aplican las relaciones diplomáticas. De todos
modos, esta cuestión merece un examen más detenido.

26. El Sr. SUCHARITKUL (Relator Especial), recapi-
tulando el debate, agradece a los miembros sus interven-
ciones, muy enriquecedoras tanto cuantitativa como cua-
litativamente. Pensando especialmente en los países en
desarrollo, concuerda en que debe desecharse la opción
de renunciar al proyecto de convención.

27. Las dificultades del tema, que son múltiples, y para
empezar lingüísticas, obedecen no tanto a la traducción
del séptimo informe (A/CN.4/388) como a la comple-
jidad de los principales sistemas jurídicos implicados y a
la necesidad de comprender las sutilezas de técnicas y
detalles de procedimiento muy diversos. Está de acuerdo
con todas las propuestas hechas al respecto en relación
con idiomas que no son el inglés.

28. Es evidente que toda imprecisión en los proyectos
de artículos conducirá fácilmente a conclusiones conflic-
tivas. Dice el Relator Especial que algunos miembros de
la Comisión consideran que él ha defendido la no inmu-
nidad. Otros piensan que propone una inmunidad de una
amplitud injustificada. Hay quienes opinan que la parte
IV del proyecto es innecesaria porque ya está resuelta en
otras partes del proyecto. El orador comprende muy bien
la posición del Sr. Ushakov, pues en algunos países,
entre ellos la Unión Soviética, el problema de las inmuni-
dades jurisdiccionales no se ha planteado mucho en la
práctica, y agradece sus constructivos esfuerzos para
proponer una solución satisfactoria. También le satisface
observar que el Sr. Yankov (1919.a sesión) concuerda en
la necesidad del consentimiento de los Estados para el
embargo de bienes y que el Sr. Flitan (1920.a sesión) con-
sidera que la parte IV representa un esfuerzo para equi-
librar los proyectos de artículos.

29. Al elaborar los proyectos de artículos le habían
asaltado algunas dudas, debido a la incertidumbre de la
evolución más reciente del derecho y a la divergencia de
opiniones y doctrinas. Ha tenido presente al mismo
tiempo la necesidad de adoptar una posición intermedia
entre los intereses del Estado soberano, el Estado territo-
rial y el particular.

30. No insiste en que el artículo 21 sea absolutamente
necesario; lo incluyó porque servía para trazar una línea
de demarcación entre la inmunidad de jurisdicción pro-
piamente dicha y la inmunidad de ejecución y, al mismo
tiempo, para delimitar el alcance de la parte IV. Reco-
noce, sin embargo, que la expresión «decretados por un
tribunal» es demasiado restringida. La intención real era
prever lo que Sir Ian Sinclair ha denominado «medidas
judiciales del uso de bienes» (1922.a sesión, párr. 30).
31. En relación con la noción de bienes de Estado, el
Sr. Reuter (1919.a sesión) ha opinado que sería un gran
error utilizar una definición del tipo propuesto. Sin
embargo, esta definición se ha tomado del artículo 8 de la
Convención de Viena sobre la sucesión de Estados en
materia de bienes, archivos y deudas de Estado, de
1983 6, cuyos autores, al escoger entre el derecho del
Estado sucesor y el del Estado predecesor, optaron por

6 A/CONF. 117/14.
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este último. El Relator Especial admite, sin embargo,
que la definición propuesta es inadecuada, pues aquí se
trata de bienes en un sentido mucho más amplio. La
cuestión de la propiedad y su título tiene que someterse a
la lex situs, como ocurre en el caso de la propiedad
inmueble adquirida en el extranjero, a la ley del lugar
donde se ha registrado la propiedad, como ocurre en el
caso de los automóviles importados para uso de diplomá-
ticos residentes en el extranjero, o a las normas del
derecho internacional privado.

32. También se han expuesto dudas sobre el significado
de las palabras «bienes en los que un Estado tenga un
interés». El Relator Especial desea aclarar que la palabra
«interés» utilizada en este contexto no tiene nada que ver
con el concepto de «interés mayoritario» en una
empresa, regulado por las disposiciones aplicables a las
empresas. La cuestión de la participación de un Estado
en una empresa como accionista, con interés mayoritario
o sin él, se regula en el artículo 18. El artículo 22 utiliza el
término «interés» en el sentido del término francés
«intérêt» en la expresión «droits, avoirs et intérêts» y se
refiere al tipo de interés en un bien reconocido por la nor-
mativa reguladora de la propiedad en un país en parti-
cular.

33. El asunto Dollfus Mieg, mencionado por Sir Ian
Sinclair en la 1922.a sesión, constituye un buen ejemplo
de «bienes en los que un Estado tenga un interés».
Francia, el Reino Unido y los Estados Unidos de Amé-
rica tenían un interés en los lingotes de oro objeto de con-
troversia. Así pues, un Estado puede tener un interés en
determinados bienes aunque carezca de título de pro-
piedad sobre ellos. Otro ejemplo interesante es el asunto
Vavasseur c. Krupp '', que se remonta a 1878 y tuvo como
objeto un pedido de cañones y municiones hecho por el
emperador del Japón para la Armada Imperial. Con oca-
sión de una demanda por violación de patente, se intentó
embargar los cañones y municiones antes de su entrega al
Japón. Sin embargo, un tribunal del Reino Unido can-
celó el secuestro porque el emperador del Japón tenía un
interés en los cañones y municiones puesto que los había
pedido y pagado.

34. Ciertas situaciones que pueden surgir en relación
con la plataforma continental constituyen también ejem-
plos de interés sin propiedad. Cuando dos Estados no se
ponen de acuerdo sobre la delimitación de la plataforma
continental, a veces deciden tratar la parte controvertida
de la plataforma continental como zona de desarrollo
común. Por consiguiente, ambos Estados tienen un
interés real en la plataforma, aunque la propiedad de la
misma no se haya establecido. Y es indudable que la pro-
piedad en cuestión no es susceptible de secuestro.

35. En respuesta a una cuestión planteada por el Sr.
Ushakov, el Relator Especial cita un caso de dinero desti-
nado al pago de una deuda concreta. En 1961, un
acuerdo entre Tailandia y el Japón sobre el pago de
algunos préstamos de guerra contenía un acuerdo tran-
saccional sobre la cantidad debida y el interés acumu-
lado. Se acordó que se ingresaría el monto total,
mediante pagos aplazados, en una cuenta abierta a
nombre del Banco de Tailandia, al que se confiaba la
labor de repartir los pagos entre los acreedores. Se trata,
por consiguiente, de un caso del tipo descrito en el apar-

The Law Reports, Chancery Division, 1878, vol. IX, pág. 351.

tado d del párrafo 1 del artículo 22. Merece la pena
señalar que la condición de los bienes era en este caso
muy distinta de la del dinero depositado ante un tribunal,
que queda bajo su custodia y vigilancia.

36. Dado que el concepto de «secuestro, embargo pre-
ventivo y ejecución», está destinado a abarcar las
«medidas judiciales de restricción del uso de bienes»,
podría incluirse esta fórmula en el artículo 22. De esta
forma quedaría claro que este artículo no se aplica a la
confiscación o nacionalización. Los problemas que esta
última cuestión plantea son muy reales, pero sobrepasan
el ámbito del presente tema.

37. La práctica estatal sobre inmunidad de ejecución de
los bienes del Estado no es en modo alguno uniforme.
Algunos de los casos que se han planteado a este respecto
entrañaban problemas de reconocimiento, y debía esta-
blecerse una distinción entre reconocimiento de facto y
reconocimiento de jure. Sin embargo, en caso de recono-
cimiento defacto, el control material es decisivo. De esta
forma, durante la guerra civil española, cuando Bilbao
pasó a poder del otro bando, se reconoció un cambio de
propiedad para los buques allí matriculados.

38. Se ha dicho que la principal característica del pro-
blema es el hecho de que haya dos soberanías en con-
flicto. Un soberano entra en el territorio de otro cuando
introduce sus bienes en dicho territorio o adquiere bienes
en el mismo. Es un caso de coincidencia de dos jurisdic-
ciones, que plantea un problema de prioridad de jurisdic-
ción, no un problema de exclusión de jurisdicción. La
situación es análoga cuando un destacamento militar
visita un país extranjero o se establece en él en virtud de
un tratado de alianza o un acuerdo de naturaleza similar.

39. La posición de principio es que los bienes de Estado
gozan de una inmunidad casi absoluta, si bien con posibi-
lidad de renuncia. En el actual proyecto de artículos se ha
preferido la expresión «consentimiento» a la expresión
«renuncia». El Relator Especial, por consiguiente, ha
modificado la redacción del artículo 22, que quedaría
reducido a un solo párrafo. La noción del consenti-
miento, antes regulada en el apartado a del párrafo 1, se
enunciaría al principio, por lo que el artículo empezaría
con las palabras:

«Salvo cuando medie su consentimiento a tal efecto,
todo Estado goza de inmunidad en lo que concierne a
sus bienes, los que están en su posesión o bajo su con-
trol, o los bienes en los que tiene un interés [...].»

La inmunidad se referiría, siguiendo la sugerencia de Sir
Ian Sinclair, a las «medidas judiciales de restricción del
uso de bienes, incluidas las medidas de embargo y ejecu-
ción». Las excepciones previstas en los anteriores apar-
tados b y d del párrafo 1 se combinarían de la siguiente
forma:

«[...] a menos que los bienes de que se trate sean
especialmente utilizados o estén especialmente desti-
nados a ser utilizados por el Estado en servicio comer-
cial y no estatal y que, encontrándose en el territorio
del Estado del foro, estén asignados a un pago deter-
minado o sean bienes especialmente afectos a la ejecu-
ción de una sentencia o al pago de otras deudas.»

El antiguo párrafo 2 se suprimiría como consecuencia de
la introducción de las palabras «medidas judiciales de
restricción del uso». También se suprimiría el apartado c
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del párrafo 1, pues la excepción en él prevista puede
queda resuelta en los artículos 15 y 16.
40. Se observará que ha conservado las palabras
«comercial y no estatal», que han dado pie a no pocas crí-
ticas en el curso del debate. De hecho, estas palabras se
tomaron de la Convención de Bruselas de 19268. Puede
hallarse una redacción análoga en el párrafo 1 del ar-
tículo 22 de la Convención sobre el mar territorial y la zona
contigua9, en el artículo 9 de la Convención sobre la alta
mar 10 y en los artículos 31 y 32 de la Convención de las
Naciones Unidas sobre el derecho del mar, de 1982 n .
Por lo demás, Gilbert Gidel12, especialista francés en
derecho del mar, sobradamente conocido, explica que la
determinación de la condición jurídica de los buques en
derecho internacional público y la distinción entre
embarcaciones «públicas» y «privadas» no depende de la
propiedad de las mismas; lo esencial es determinar si el
buque se utiliza para «un servicio estatal y no comercial»,
en cuyo caso es una embarcación «pública», o para «un
servicio comercial y no estatal», en cuyo caso se trata de
una embarcación «privada». Por consiguiente, la refe-
rencia en el artículo 22 a «servicio comercial y no esta-
tal» es apropiada, pues indica que ambas exigencias,
«comercial» y «no estatal», son cumulativas.

41. Conforme a lo sugerido por el Sr. Calero Rodrigues
(1922.a sesión), el Relator Especial ha redactado nueva-
mente el artículo 23 para adaptarlo al artículo 8 sobre
consentimiento expreso para el ejercicio de jurisdicción.
El párrafo 1 del artículo 23 diría ahora lo siguiente:

«1. Salvo lo dispuesto en el artículo 24, un Estado
no podrá invocar la inmunidad respecto de medidas
judiciales de restricción del uso de sus bienes o de
bienes que estén en su posesión o bajo su control, o en
los que tenga un interés, en un procedimiento sustan-
ciado ante el tribunal de otro Estado, si los bienes de
que se trata se encuentran en el territorio del Estado
del foro y ha consentido expresamente en el ejercicio
de medidas judiciales de restricción sobre bienes que
ha identificado expresamente para tal efecto:

»a) por acuerdo internacional, o
»b) en un contrato escrito, o
»c) por una declaración ante el tribunal en un

asunto determinado.»

El Relator Especial ha redactado también un nuevo
párrafo 2, que dice lo siguiente:

«2. El consentimiento otorgado para el ejercicio de
la jurisdicción con arreglo a lo previsto en el artículo 8
no podrá entenderse como consentimiento para el ejer-
cicio de las medidas judiciales de restricción previstas
en la parte IV de los presentes artículos, para el cual se
requirirá una renuncia aparte.»

Este nuevo párrafo recoge la propuesta del Sr. Francis
(1921 .a sesión) y Sir Ian Sinclair (1922.a sesión) de añadir

8 Véase 1915.asesión, nota 7.
9 Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 516, pág. 241.
10 Ibid., vol. 450, pág. 115.
11 Documentos Oficiales de la Tercera Conferencia de las Naciones

Unidas sobre el derecho del mar, vol. XVII (publicación de las
Naciones Unidas, N.° de venta: S.84.V.3), pág. 155, documento
A/CONF.62/122.

12 Véase G. Gidel, Le droit international public de la mer, Paris,
Sirey, 1932, t. I, pàgs. 98 y 99.

un nuevo artículo tras el artículo 21. Aunque está de
acuerdo con el fondo de dicha propuesta, cree que sería
más adecuado incluirla como párrafo 2 del artículo 23.
42. El Relator Especial ha reelaborado el artículo 24,
sustituyendo las palabras «independientemente del con-
sentimiento o la renuncia» del párrafo 1 por las palabras
«Salvo que el Estado interesado haya convenido expresa
y específicamente en otra cosa». Este cambio de redac-
ción elimina toda idea de que pueda tratarse de una
norma de jus cogens.
43. En relación con la enumeración de tipos de bienes
de Estado exentos de embargo y ejecución, el Relator
Especial está dispuesto a incluir los bienes de las organi-
zaciones internacionales de carácter regional en el apar-
tado a del párrafo 1. Sin embargo, la Convención de
Viena sobre la representación de los Estados, de 1975, no
es aplicable a esas organizaciones. Por lo demás, algunas
de ellas han desaparecido tras un período de vida relati-
vamente corto. Otro problema que se plantea es que la
personalidad y capacidad jurídica de las organizaciones
internacionales de carácter regional no está reconocida
por el derecho interno de todos los países. En el Japón y
en Tailandia, por citar un ejemplo, la ley reconoce la per-
sonalidad de la Comunidad Económica Europea; el
derecho francés, en cambio, no reconoce plenamente la
personalidad jurídica de la Comunidad.

44. En relación con los bienes de naturaleza militar a
los que se refiere el apartado b del párrafo 1, el Relator
Especial ha utilizado las palabras «organismo de defensa
del Estado» para abarcar el caso de países como el Japón
que no tienen autoridad militar por mandato constitu-
cional. Los bienes de que tratan los apartados c y d
podrían incluirse en una sola disposición. El Relator
Especial está de acuerdo en que la expresión «patrimonio
cultural propio de la nación» del apartado e debe abarcar
los bienes de carácter religioso, que no son susceptibles
de embargo en virtud del derecho interno.

45. El comentario al artículo 24 explicará que entre los
tipos de bienes de Estado recogidos no se incluyen deter-
minados bienes que son inembargables con arreglo al
derecho interno. Se refiere, por ejemplo, a las restric-
ciones que la ley impone en la mayoría de los países al
embargo y la venta de efectos personales para saldar
deudas; por razones humanitarias algunos de estos
bienes no pueden ser objeto de medidas de ejecución.
46. Para terminar, el Relator Especial agradece a todos
los miembros de la Comisión su valiosa contribución y
sus útiles sugerencias. Comunica que presentará los
textos revisados de los artículos 21 a 24 al Comité de
Redacción y sugiere que se remitan al mencionado
Comité para que éste los examine al comienzo del
próximo período de sesiones de la Comisión.
47. El Sr. CALERO RODRIGUES (Presidente del
Comité de Redacción) sugiere que los nuevos textos de
los artículos 21 a 24 elaborados por el Relator Especial se
distribuyan oficiosamente a todos los miembros de la
Comisión, pues ello facilitaría mucho la labor del Comité
de Redacción.
48. Sir Ian SINCLAIR apoya la útil sugerencia del Sr.
Calero Rodrigues y propone además que los nuevos
textos de esos artículos se incluyan en el informe de la
Comisión sobre su actual período de sesiones, con la
indicación de que todavía no han sido examinados por el
Comité de Redacción ni por la Comisión misma.
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49. El Sr. SUCHARITKUL (Relator Especial) dice que
está de acuerdo con las sugerencias del Presidente del
Comité de Redacción y de Sir Ian Sinclair.

50. El Sr. YANKOV pide al Relator Especial que
estudie la posibilidad de elaborar una definición ade-
cuada de las palabras «medidas judiciales de restricción
del uso de bienes, incluidas las medidas de embargo y eje-
cución». El significado de estas palabras varía considera-
blemente según los distintos ordenamientos jurídicos. De
hecho, no existe un denominador común para buena
parte de la terminología utilizada en la parte IV del
proyecto de artículos.

51. El PRESIDENTE dice que, si no hay objeciones,
entenderá que la Comisión decide remitir los artículos 21
a 24 al Comité de Redacción para su examen habida
cuenta de las sugerencias formuladas y de la nueva redac-
ción elaborada por el Relator Especial. Esta decisión se
toma en la inteligencia de que la nueva versión de los artí-
culos 21 a 24 elaborada por el Relator Especial se incluirá
en el informe de la Comisión sobre su 37.° período de
sesiones, con la indicación de que dichos artículos no han
sido examinados por el Comité de Redacción ni por la
Comisión misma.

Así queda acordado.

Se levanta la sesión a las 13,15 horas.

1925.a SESIÓN

Lunes 15 de julio de 1985, a las 15.05 horas

Presidente: Sr. Satya Pal JAGOTA

Miembros presentes: Jefe Akinjide, Sr. Arangio-
Ruiz, Sr. Balanda, Sr. Calero Rodrigues, Sr. Díaz Gon-
zález, Sr. El Rasheed Mohamed Ahmed, Sr. Flitan, Sr.
Francis, Sr. Jacovides, Sr. Koroma, Sr. Lacleta Muñoz,
Sr. Mahiou, Sr. Malek, Sr. McCaffrey, Sr. Ogiso, Sr.
Razafindralambo, Sr. Reuter, Sr. Riphagen, Sr. Rou-
kounas, Sir Ian Sinclair, Sr. Sucharitkul, Sr. Thiam,
Sr. Tomuschat, Sr. Ushakov, Sr. Yankov.

Relaciones entre Estados y organizaciones internacionales
(segunda parte del tema) (A/CN.4/370 ', A/CN.4/391y
Add.l2, A/CN.4/L.383yAdd. Ia33)

[Tema 9 del programa]

SEGUNDO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL

1. El PRESIDENTE invita al Relator Especial a que
presente su segundo informe sobre la segunda parte del
tema de las relaciones entre Estados y organizaciones
internacionales (A/CN.4/391 y Add.l).

1 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte), pág. 241.
2 Reproducido en Anuario... 1985, vol. II (primera parte).
3 ídem.

2. El Sr. DÍAZ GONZÁLEZ (Relator Especial)
recuerda a los miembros de la Comisión que el 26 de
junio de 1945, desde la ciudad de San Francisco, los
medios de comunicación social propagaron hacia los
cuatro puntos cardinales del planeta un grito de espe-
ranza: «Nosotros los pueblos de las Naciones Unidas
[...]». Era el comienzo del preámbulo de lo que sería la
Carta de las Naciones Unidas. Los pueblos, todavía bajo
el choque psicológico producido por «el flagelo de la
guerra, que dos veces durante nuestra vida ha infligido a
la humanidad sufrimientos indecibles», buscaban un
medio para impedir que el horror pudiera repetirse en el
futuro. Hasta entonces, la humanidad no había presen-
ciado la destrucción del género humano a una escala tan
masiva ni a un nivel tan técnico y sistemático, dentro de
un marco de crueldad inimaginable. Comunidades y pue-
blos enteros perseguidos y condenados a la destrucción
progamada. Ciudades arrasadas. El holocausto de mi-
llares de civiles, en su mayoría niños inocentes, por el más
inhumano de los medios destructivos inventados por el
hombre: la bomba atómica. Para evitar la repetición de
esa pesadilla, los pueblos se sentían resueltos «a practicar
la tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos; a
unir [sus] fuerzas para el mantenimiento de la paz y la
seguridad internacionales; a asegurar, mediante la acep-
tación de principios y la adopción de métodos, que no se
usará la fuerza armada sino en servicio del interés común
[...]».

3. En una palabra, a preservar la paz y la seguridad
mediante la conprensión y la cooperación entre los pue-
blos. Pero paz, seguridad, libertad, justicia y equidad no
pueden existir sino dentro de un marco jurídico ade-
cuado, por medio del cual se regulen las relaciones entre
los Estados y se encauce y coordine la cooperación entre
ellos. Es por esto por lo que, desafortunadamente, no los
pueblos sino los gobiernos «han convenido en la presente
Carta de las Naciones Unidas» y establecido «una orga-
nización internacional que se denominará las Naciones
Unidas».

4. Así, hace cuarenta años, con la creación de las
Naciones Unidas, se dio un impulso vital a ese nuevo
sujeto de derecho internacional que se ha llamado la
organización internacional. A partir de ese momento,
durante las cuatro últimas décadas van a proliferar, con
mayor o menor fortuna, nuevas organizaciones interna-
cionales. Al mismo tiempo que los 51 Estados que fir-
maron la Carta van a ver su número más que triplicado
para llegar a ser hoy 159, las organizaciones internacio-
nales van a multiplicarse para alcanzar en el presente más
de 250, entre las intergubernamentales, en los más
diversos campos y para cumplir propósitos distintos
dentro de la cooperación internacional. Entre las no
gubernamentales el número asciende a unas 2.500.

5. Tal es la amplitud y la importancia que ha adqui-
rido este fenómeno, del cual se puede decir que constituye
una de las características fundamentales de la segunda
mitad del siglo xx, que no parece necesario justificar la
opinión de que la Comisión de Derecho Internacional no
podía escoger una forma más adecuada para rendir
homenaje a la labor realizada por las Naciones Unidas en
sus primeros cuarenta años que la de abocarse al estudio
de la condición jurídica, los privilegios y las inmunidades
de las organizaciones internacionales, cuyo primer plano
ocupa ella, por la importancia de sus funciones, por su
universalidad y por la ingente labor que realiza.




